
 

 

 

 

 

 

 

 

 

                             

 

                         

 

 

 

 

 

                                                                          

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

COMENTARIOS AL PROYECTO DECRETO SOBRE TRANSPORTE TERRESTRE DE CARGA QUE PRETENDE MODIFICAR EL DECRETO 173  

DE 2001 

Con ocasión del proyecto de decreto que pretende modificar el Decreto 173 de 2001, que reglamenta el Servicio Público 

de Transporte Terrestre  Automotor de Carga, nos permitimos presentar algunos breves comentarios, desde una perspectiva 

esquemática, analítica y crítica del tratamiento jurídico relativo a la actividad de los agentes de carga y operadores 

logísticos. 

Cabe así resaltar, de entrada, que este proyecto hace referencia a que por su conducto “se reglamentan” algunos aspectos 

ya previstos en la ley y que, en tal medida, la regulación que contiene se expide en ejercicio de las “facultades legales” del 

Presidente de la República. Sobre el particular debe advertirse que, así las cosas, la norma que se pretende expedir tiene 

claramente la naturaleza de un decreto reglamentario y, por ello, no podrá exceder los límites de aquello que 

normativamente es posible realizar a través de tal tipo de instrumento; esto es, en particular, no podrá ocuparse de temas 

que tengan reserva de ley.  

 

Una vez hecha esta claridad, se procede a nuestro análisis especifico indicando que, si bien el proyecto parece tener como 

objetivo primordial la formalización del sector transporte terrestre de carga, es claro que formula en su versión actual todo 

un marco normativo aplicable a la actividad de los agentes de carga y operadores logísticos. Ahora bien, estos agentes de 

carga y operadores logísticos hasta la fecha han venido operando legalmente en el país, no obstante la ausencia de 

intervención legislativa aplicable a su operación y contratación desde la perspectiva del derecho comercial. Al respecto 

cabe destacar que, si bien parece adecuado reglamentar algunos aspectos de su operación y/o contratación, lo cierto es 

que tal reglamentación debería partir del reconocimiento de la variedad de especies de agentes de carga y de operadores 

logísticos que existen o pueden llegar a existir en el mercado y, así mismo, de las muy distintas formas de contratación y 

amplia gama de servicios que dichos agentes/operadores pueden llegar a usar/ofrecer en el mercado. Se trata entonces 

de no adoptar un modelo rígido, sino por el contrario flexible, que es justamente lo que caracteriza a las actividades logísticas 

en constante evolución en el plano comercial. 

 

En particular, de la propuesta normativa contenida en el proyecto llama también la atención  que su artículo 37 se refiera al 

“sistema de registro que los habilite [a los agentes de carga y operadores logísticos] para desempeñar sus actividades”. En 

efecto, se trata de un verdadero título habilitante para el ejercicio de la actividad (y no de un simple registro de seguimiento), 

para el que se pretenden crear, entre otros, requisitos diferenciados de solvencia patrimonial (40.000 DEGs en el caso de los 

agentes de carga y 75.000 DEGs en el caso de los operadores logísticos). Se trata, sin duda, de una serie de requisitos que 

desde esta perspectiva desconocen a todas luces la órbita y alcance de las facultades que pueden ser ejercidas por la vía 

de un decreto reglamentario. 

 

 

 

 

DOCTRINA 

 

 

Boletín Virtual - Centro de Estudios de Derecho del Transporte     



 

  

                

Nótese también que el artículo 37 del proyecto, al referirse a “sus actividades” (las de los agentes de carga y operadores 

logísticos) en forma genérica, pareciera estar entendiendo que el registro sería necesario cualquiera fuera la actividad a 

desarrollar por parte del agente de carga/operador logístico respectivo; es decir, no lo limita a aquellos casos en que este 

ofrezca servicio público de transporte de mercancías (que en principio es el ámbito propio del proyecto). En cualquier caso 

se olvida que la referencia a esta clase de títulos habilitantes en la normas que pretende desarrollar, en particular el artículo 

11 de la Ley 336 de 1996, está claramente restringido a aquellas “empresas interesadas en prestar el servicio público de 

transporte o constituidas para tal fin”, todo lo cual guarda consistencia con lo previsto en le artículo 28 de la misma Ley y 

que expresamente limita el “control y vigilancia que ejerce el Ministerio de Transporte” en lo que atañe a servicios conexos 

al transporte (como son los que en la práctica muchas veces prestan agentes de carga u operadores logísticos) al señalar 

que tal control y vigilancia “se entiende únicamente respecto de la operación, en general, de la actividad transportadora” 

(destacado fuera de texto). Ello, además, contrasta con lo previsto en forma genérica en el artículo cuarto del proyecto 

sobre la inspección, vigilancia y control de “las actividades” de los agentes de carga y operadores logísticos por parte de 

la Superintendencia de Puertos y Transporte.  

 

Debe destacarse también, en lo que atañe a la reglamentación propuesta de los contratos de agenciamiento de carga 

(aplicable también a los contratos de operación logística), que hasta la fecha se trata de contratos atípicos que, como en 

muchas otras jurisdicciones, no se encuentran regulados por la ley comercial en el ordenamiento jurídico colombiano1. Así 

las cosas, se trata de actividades comerciales lícitas que a la fecha se encuentran siendo ejercidas sin que existan normas 

imperativas específicamente aplicables a esta clase de contratos, esto es, sin más límites que los de la autonomía 

contractual, todo en el marco de las garantías que en materia de libertad económica han sido previstas en particular en 

los artículos 333 y 334 de la Constitución Política.   
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Al respecto es necesario enfatizar de nuevo 

que, aunque no se desconocen las 

bondades que podría traer una regulación 

de estas figuras en el plano contractual, lo 

cierto es que tal desarrollo normativo deberá 

reconocer la amplia variedad de servicios y 

las múltiples formas de contratación que 

pueden existir para el efecto. Ahora bien, en 

el caso concreto de la propuesta del 

proyecto estudiado no debe perderse de 

vista que en nuestro ordenamiento jurídico, 

tanto la regulación de contratos, como la 

creación de títulos habilitantes para el 

ejercicio de actividades económicas de libre 

iniciativa privada, son temas que por su 

naturaleza deben ser regulados 

exclusivamente por la ley (y, por ende, no 

pueden serlo por vía de decreto 

reglamentario). 

 

 

 

 

En lo que atañe al esquema de responsabilidad del operador logístico planteado en el artículo 41 del proyecto, no se 

comparte el que se haya acogido un único modelo según el cual el operador logístico respondería en todos los casos en 

forma directa frente a los usuarios por los servicios ofrecidos pudiendo eximirse de responsabilidad únicamente mediante la 

demostración de la causa extraña. En efecto, si bien el operador logístico conceptualmente no es un intermediario, en 

veces sería posible que actúe como tal (y que se obligue en tal alcance) en la gestión de muchas actividades ofrecidas 

bajo un contrato de servicios logísticos o “de logística”. Es por ello que se ha planteado desde la perspectiva académica 

que el operador podría tener a su cargo algunas obligaciones de resultado y otras de medio, en el marco del mismo 

contrato1. Corolario de lo anterior, no resulta a nuestro juicio conveniente que se indique de forma genérica y uniforme que 

el régimen de responsabilidad contractual aplicable a su actividad (que, dicho sea de paso, en la práctica bien puede ir 

proyectada sobre actividades muy diferentes del transporte) solo le permitiría exonerarse mediante la demostración de la 

causa extraña, casi equiparándolo en todos los casos al régimen vigente para el transportador en Colombia, sobre quien 

claramente sí pesa una obligación de resultado de conformidad con la reglamentación prevista en el Código de Comercio 

y el alcance que jurisprudencialmente ha recibido la misma. De hecho, este tipo de propuesta normativa desconoce 

además la reserva de ley especial prevista en el artículo 150, numeral 10 constitucional, que restringe claramente la 

posibilidad de que el Gobierno aborde mediante decretos los temas propios de los códigos. 
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Por último, no se considera adecuado lo señalado en el inciso final del artículo 41 del proyecto en el sentido de establecer 

que, en todo caso en que los servicios del operador logístico incluyan el transporte de mercancías, ello en forma automática 

dará lugar a la aplicación de las normas del contrato de transporte. Esto por cuanto las normas del contrato de transporte 

de mercancías en principio sólo son aplicables a dichos contratos, esto es, a aquellos contratos en que la obligación 

principal de una de las partes es el desplazamiento de cosas de un lugar a otro y no a contratos de índole diferente en que, 

si bien pueda haber una movilización, ello no lo torna en un contrato de transporte, por lo que no necesariamente esa sería 

la reglamentación a aplicar en el caso concreto. Al respecto vale la pena traer a colación lo que explica el profesor Alberto 

Asquini sobre los contratos que incluyen varias prestaciones junto con las que se encuentra una movilización a efectos de 

ser considerado el contrato como uno de transporte, al señalar que: 

 

“Las prestaciones accidentales que el porteador [transportador] puede asumir son del tipo más diverso (…). 

Ahora bien, todas estas diversas categorías de prestaciones accesorias no perturban la unidad y la 

individualidad del contrato como contrato de transporte, ni su calificación jurídica como locación de obra.  

No perturban la unidad y la individualidad del contrato, porque, dado su carácter de accesorio, la función 

económica del contrato (causa) sigue siendo siempre el transporte; aún cuando por algunas de estas 

prestaciones accesorias se debieran especiales compensaciones (así en los transportes ferroviarios las tarifas 

especiales en cuanto a los servicios accesorios asumidos por la Administración) o aún cuando algunas de 

estas prestaciones accesorias fueran asumidas en momentos posteriores a la conclusión del contrato de 

transporte; porque lo que decide la unidad del contrato, cuando un contratante asume varias prestaciones, 

no es ni la unidad del precio, objeto de la contraprestación, ni la unidad del tiempo en el que las diversas 

prestaciones son asumidas, sino la unidad de la función económica de las diversas prestaciones, esto es, la 

relación de subordinación funcional que tiene lugar entre ellas. Solo cuando el transporte deja de ser la 

prestación principal para convertirse en prestación accesoria a prestaciones de tipo diverso se sale del 

contrato de transporte para entrar en tipos diversos de contrato, cuya ley se convierte en normativa” 

(ASQUINI, Alberto. Del Contrato de Transporte. Volumen I. Buenos Aires: Ediar Editores, 1949, pp. 95 y 96.)  

 

Es precisamente con fundamento en la anterior reflexión que se invita a no desconocer que puede haber casos en los 

cuales habiendo una movilización física de carga, ello no necesariamente significa en todos los casos que deba aplicarse 

al contrato respectivo las normas del contrato de transporte, mucho menos que baste para ello (no que se preste 

efectivamente una conducción de mercancías) la simple inclusión en los servicios del operador logístico, como lo propone 

el texto actual del proyecto. 

 

Se concluye por el momento que, aunque la intención general del Ministerio de Transporte de regular la actividad y las 

relaciones contractuales de los agentes de carga y de los operadores logísticos no es en sí misma reprochable, sí resultan 

cuestionables tanto el mecanismo normativo empleado para hacerlo, como el contenido que no parece del todo acorde 

con la realidad económica y jurídica de esas actividades empresariales. 

 

Finalmente, nos resta señalar, que estos breves comentarios constituyen el eje central de nuestros planteamientos y que los 

mismos son formulados en el marco de la academia, con el ánimo de crear una sana controversia. 

 

Por: 

 

Javier Andrés Franco Zárate                                                                       Bernardo Andrés Carvajal Sánchez  

Universidad Externado de Colombia                                                         Universidad Externado de Colombia  

Departamento de derecho comercial                                                      Departamento de derecho constitucional 
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NORMATIVIDAD 

 
Proyectos de Ley

 
 

Proyecto de Ley 068 de 2015/ Senado de la República de Colombia. Mediante este 

proyecto de ley se busca declarar cielos abiertos a los aeropuertos que sirvan a las 

ciudades de Cartagena de Indias, Barranquilla y Soledad, Santa Marta y las islas 

de San Andrés, esto con el fin de fortalecer la competitividad del caribe 

colombiano y de liberalizar los mercados del servicio de transporte aéreo. 

 

Cabe resaltar que en la actualidad, nuestro país tiene suscritos 40 acuerdos de 

transporte aéreos pero solamente existen 3 acuerdos de cielos abiertos, siendo 

estos con Estados Unidos, Venezuela y con la Comunidad Andina de Naciones. En 

palabras del doctor Juan Felipe Reyes Rodríguez, miembro de Parra Rodríguez 

Sanín y egresado de nuestra Especialización Internacional en Derecho del 

Transporte, “esto significa que por lo menos en lo que al transporte aéreo respecta, 

Colombia está limitada al ofrecimiento de servicio público de transporte aéreo 

internacional de pasajeros, correo y carga con sólo 40 Estados. Salvo que se acuda 

al principio de reciprocidad para obtener derechos económicos con los Estados 

con los cuales no tenemos relaciones de transporte aéreo”. 

 

Proyecto de Ley 015 de 2015/ Senado de la República de Colombia. Mediante el 

cual se modifica el artículo 1° de la Ley 1ª de 1991, que indica la competencia que 

tiene el Gobierno Nacional para definir periódicamente los planes de extensión 

portuaria, la metodología para calcular el valor de las contraprestaciones que 

deben pagar quienes obtengan una concesión o licencia portuaria, por concepto 

del uso y goce temporal y exclusivo de las zonas de uso público y por concepto 

del uso de la infraestructura allí existente. 

 

Dentro de las modificaciones contempladas en el proyecto de ley, se pretende 

que los ingresos por uso y goce temporal y exclusivo de las zonas de uso público 

que recibirá la nación a través de INVIAS, ya no sea del 80 % como tiene previsto 

en la legislación actual, sino de 40%, los ingresos correspondientes a los distritos o 

municipios - que los destinaran para inversión social - pasarán de ser de 20% a 60%. 

En este mismo sentido el proyecto de ley agrega lo siguiente: “las 

contraprestaciones por el uso de la infraestructura las recibirá el municipio o distrito 

en un sesenta por ciento (60%) para obras de infraestructura o inversión social y el 

Gobierno Nacional a través del Instituto Nacional de Vías (Invías), o quien haga sus 

veces recibirá el otro cuarenta por ciento (40%).” 

 

Proyecto de Ley 011 de 2015/ Senado de la República de Colombia Mediante el 

mismo se establece que las personas en estado de discapacidad  tienen el 

derecho de importar un vehículo de características especiales, a acordes con su 

limitación física o discapacidad permanente, que permitan su rehabilitación o 

recuperación para uso exclusivo personal, y  libre de cualquier gravamen,. El mismo 

solo podrá ser matriculado a nombre de la persona con discapacidad y no podrá 

trasladar su propiedad antes de 5 años a partir de la matrícula. Esto, en atención 

al Plan Nacional de Desarrollo que en sus alcances enuncia: “Todas las personas, 

sin importar su procedencia, grupo étnico, genero, edad, o condición de 

discapacidad, deben tener la posibilidad de acceder a mejores servicios públicos 

apropiados, lo que implica, condiciones de habitabilidad, vías de acceso para 

conectarse con las regiones y con el país, un servicio de salud de calidad y una 

educación que le permita construir su futuro y teniendo en cuenta que en el 

mundo existen más de 1 millón de personas que sufre de alguna condición de 

discapacidad, de las cuales 200 mil poseen una dificultad de funcionamiento 

importante que hacen difícil el desarrollo de las actividades cotidianas su la vida, 

tales como el desplazamiento y  la movilidad. 
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Fotografía: agenciadenoticias.unal.edu.co/ 
 

Decretos 

 

Proyecto de Ley 008 de 2015/ Senado de la República de Colombia. A través 

de este proyecto de ley se busca incluir como “prestador de servicios 

turísticos” a los vehículos de tracción animal en los municipios de 

categoría Especial y en los municipios de primera categoría del país en 

las que ya se esté prestando tal servicio, formalizando de esta manera 

esta tipo de prestación de servicio turístico.  

 

Proyecto de Ley 005 de 2015/ Senado de la República de Colombia 

Mediante el cual se adiciona la Ley 769 de 2002, se suprime el artículo 62 

de la Ley 361 de 1997 y se dictan otras disposiciones. El presente proyecto 

de ley busca prohibir el estacionamiento de vehículos en zonas 

demarcadas y/o reservadas como espacio para personas con movilidad 

reducida o con discapacidad, para mujeres embarazadas o personas 

con bebé abordo, o para vehículos para centros de educación especial 

o de rehabilitación ubicadas en parqueaderos habilitados en centros 

comerciales, supermercados, clínicas y hospitales, unidades deportivas, 

autocinemas, y en general en todo sitio donde existan parqueaderos 

habilitados para el uso público, aún dentro de unidades residenciales 

privadas, salvo que cuente con el permiso expedido gratuitamente por 

la entidad de tránsito competente. Quienes estacionen en tal lugar, 

siempre que este demarcado con  el símbolo internacional de 

accesibilidad  para los automotores que transporten a personas en las 

anteriores condiciones, podrá incurrir en una sanción de multa de un (01) 

salario mínimo legal mensual vigente y con trabajo comunitario de dos 

(2) a cinco (5) días, conforme el proceso. 

 

. 

 

 

Decreto 1567 de 2015/ Ministerio de Industria Comercio y Turismo. Mediante el mismo se modifica el Programa de Fomento 

para la Industria Automotriz como un instrumento dirigido a las personas jurídicas que fabrican los bienes contenidos en las 

subpartidas arancelarias contenidas en el decreto y  autoriza al beneficiario del Programa a importar con franquicia o 

exoneración del gravamen arancelario las mercancías o bienes contenidos en las subpartidas arancelarias señaladas en 

un listado enunciado en el artículo 3 de la norma, siempre y cuando el código numérico único asignado a cada bien dentro 

de la respectiva subpartida no tenga Registro de Producción nacional vigente a la fecha del embarque de la mercancía, 

con el compromiso de incorporarlos en la producción de vehículos o autopartes para la venta en el mercado nacional o 

externo. 

 

Así mismo, este decreto establece, las obligaciones de  las empresas autorizadas para utilizar el Programa de Fomento para 

la Industria Automotriz, el procedimiento y  los requisitos para acceder al mismo. 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 
Fotografía: paseoencoche.com 

Además de ello, mediante el presente proyecto, se determina que en todo sitio donde existan parqueaderos habilitados 

para el uso público, aún dentro de unidades residenciales privadas, deberán disponer de acceso y en especial sitios de 

parqueo para las personas con movilidad reducida, con discapacidad y para mujeres embarazadas o personas con bebé 

abordo. 

 

. 
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Resolución 1375 de  11 de agosto de 2015/ U. A .E. de la Aeronáutica Civil. Por la  cual 

se modifican una numeral del RAC 3 de los reglamentos Aeronáutico de 

Colombia,  en lo que corresponde a la información  que debe otorgar el 

transportador o la agencia de viajes cuando un consumidor solicite una 

reserva, en especial si se trata de información para ventas por internet o 

a distancia. Por otro lado, se establece que el pasajero podrá desistir del 

viaje antes de su iniciación, dando aviso al transportador o a la agencia 

de viajes con al menos (24) horas de antelación a la realización del vuelo, 

caso en el cual el transportador o las agencias de viajes podrán retener 

una suma de dinero que no podrá ser superior al 10 % del valor recibido 

por concepto de tarifa, excluyendo tasas, impuestos y tarifa 

administrativa, no obstante, una vez el consumidor haya realizado la 

comunicación del desistimiento, la aerolínea o agencia de viajes, deberá 

reembolsar el dinero en un plazo máximo de 30 días. 

 

Además de ello, esta resolución regula lo referente  al retracto en caso 

de ventas efectuadas a través de métodos no tradicionales y a distancia 

y al cumplimiento d ellas promociones.  

 

Resolución 1458 de 18 de junio de 2015/ U. A .E. de la Aeronáutica Civil. 

Mediante la misma se realiza una modificación al numeral 3.10.2.12 de 

los RAC 3, consistente en señalar que las  mujeres en estado de 

embarazo, no deberán viajar por vía aérea si el periodo de gestación 

supera las 30 semanas a menos que el viaje sea estrictamente necesario, 

caso en el cual la mujer deberá presentar una certificación médica 

expedida dentro de los 10 días antes del vuelo y un documento en el que 

exima de responsabilidad a la empresa de transporte aéreo en caso de  

que se presente cualquier eventualidad durante el viaje.  

 

Resolución 0002901 de 20 de agosto de 2015/ Ministerio de transporte. 

Mediante el cual se ordena a la concesión RUNT diseñar, desarrollar y 

poner en operación la funcionalidad requerida para que todas aquellas 

personas que cumplan con los requisitos dispuestos en el Decreto 248 de 

2015, puedan postularse, realizar los procesos de validación a  través de 

la plataforma RUNT y expedir el CREI para acceder al beneficio de 

exclusión del IVA, señalando que esta reglamentación es aplicable a 

todos los vehículos de transporte público de pasajeros de las diferentes 

modalidades que estando registrados, que circulen en el territorio 

nacional. De igual forma establece las condiciones generales para 

acceder al beneficio de exclusión de IVA. 

 

Resolución 002692 de 10 de agosto de 2015/ Ministerio de transporte. A 

través de la misma se dictan medidas especiales en materia de tránsito 

y transporte en el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 

Catalina, relacionadas con el proceso de validación del documento 

público de carácter personal mediante el cual se autorizó la conducción 

de vehículos en estos territorios, estableciendo un término de 3 meses 

contados a partir de la expedición de la presente resolución para que el 

organismo de transito del departamento envié, en forma digital,  la 

tarjeta de la OCCRE, la imagen del vehículo y los documentos que 

autorizaron a los residentes para su conducción. De igual forma 

establece un término de 6 meses, contados a partir del cumplimiento del 

plazo anterior, para que los residentes inicien el proceso de validación 

del documento en la categoría en la que fue otorgada en un principio.  

 

Se establece por otro lado medidas acerca del cargue de información 

de los diferentes registros que componen el sistema RUN y señala el 

procedimiento y los requisitos de habilitación para la desintegración de 

vehículos.  

 
 
 

 

 

  

 

       

 

Resoluciones 
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“El transporte público aéreo es, 

por mandato de ley, un servicio 

esencial, lo que significa que el 

mercado económico que le es 

propio está altamente 

intervenido por el estado. Esto 

con el fin de asegurar la 

seguridad, eficiencia, calidad y 

acceso equitativo a las 

prestaciones correspondientes.” 

 

Corte Constitucional, Sentencia 

  T-987/2012. 
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Resolución 002684 de 06 de agosto de 2015/ Ministerio de 

Transporte. Mediante la cual se indican los elementos del daño 

emergente y lucro cesante que deben ser objeto en los 

procesos de adquisición de predios por parte de las entidades 

adscritas al Ministerio de transporte, en el marco de adquisición 

predial de los proyectos de infraestructura de transporte a que 

se refiere la ley 1682 de 2013 modificada por la Ley 1742 de 2014. 

Define la resolución al daño emergente como aquella pérdida 

económica asociada al proceso de adquisición predial que 

contemplará solamente el daño cierto y consolidado, que 

corresponde al valor del inmueble, a los derechos notariales y 

de registro (excepto el impuesto de retención en la fuente) 

derivados de la legalización de la escritura pública de 

compraventa, y a los costos en que incurrirán los beneficiarios 

por el desmonte, embalaje, traslado y montaje de bienes 

muebles en industrias. 
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Fotografía: portafolio.com 

Resolución 0002502 de 24 de julio de 2015/ Ministerio de 

Transporte. A través de la misma se adopta el Protocolo para la 

actualización del SICE TAC, teniendo en cuenta que el Decreto 

1079 de 2015 define a los costos eficientes de operación como 

aquellos “costos de operación del servicio público de transporte 

terrestre automotor de carga que se obtienen en una ruta 

origen-destino, considerando los parámetros de la operación 

más eficientes, atendiendo criterios , técnicos, logísticos y de 

eficiencia, con base en la información de costos reportada y 

contenida en el SICE TAC” y que la Resolución 757 de 2015 

establece que “el SICE TAC se actualizara de manera 

permanente en sus componentes técnicos, logísticos y 

operativos”  

 

Resolución 0002410 de 17 de julio de 2015/ Ministerio de 

Transporte. Por la cual se adopta el Programa Integral de 

Estándares de Servicio y Seguridad Vial para el Tránsito de 

Motocicletas, el cual se formuló bajo el enfoque de un sistema 

seguro, basado los elementos de diseño de infraestructura, de 

velocidad y del vehículo. Corresponde al Ministerio de 

Transporte la gestión del programa hasta que entre en 

funcionamiento la Agencia Nacional de Seguridad Vial. 

 

 

 

 

 

 

De igual forma esta resolución establece como lucro cesante a la ganancia o provecho demostrable dejado de percibir, 

por el termino de seis (6) meses como máximo, por los requerimientos reales del inmueble requerido para la ejecución de 

las obras de infraestructura de transporte y determina que pueden ser objetos del mismo: la perdida de utilidad por contratos 

que dependen del inmueble objeto de adquisición y la perdida de utilidad por otras actividades económicas. Finalmente 

señala que la carga de la prueba documental soporte del reconocimiento de los elementos del daño emergente y lucro 

cesante, está en cabeza del beneficiario de la indemnización y deben ser entregados en la etapa de identificación del 

inmueble.  

 

Resolución 0002645 de 31 de julio de 2015/ Ministerio de Transporte. Mediante el cual se modifica el artículo 2 de la 

Resolución 10904 de 2012, que a su vez modificó el parágrafo del artículo 60 de la Resolución 7036 de 2012, estableciéndose 

una vigencia ordinaria para la autorización del registro inicial de un vehículo de transporte de carga nuevo de seis (6) meses, 

prorrogables tres (3) meses más de manera excepcional por circunstancias debidamente comprobadas y justificadas.  

 

Resolución 0002501 de 24 de julio de 2015/ Ministerio de Transporte. Por la misma se establece que para la matrícula de un 

vehículo clase taxi de servicio individual por reposición, el organismo de transito debe verificar que no haya transcurrido más 

de 2 años contados a partir de la fecha de cancelación de la Licencia de Transito del vehículo a reponer, exigiéndose que 

el vehículo a reponer haya tenido tarjeta de operación dentro de los 5 años anteriores a la fecha de cancelación de la 

licencia.  

 

Además de ello establece disposiciones respecto a los vehículos que se encuentran inmersos en procesos judiciales, los 

vehículos que cambien su servicio de público a privado, el registro de vehículos de seguridad del estado, los eventos en 

que se presenten duplicidad de placas y hace modificaciones al procedimiento y los requisitos para adelantar el traspaso 

de la propiedad de un vehículo automotor, remolque o semirremolque ante los organismos de tránsito.  

 

 

 

 

Fotografía: vanguardia.com 
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Circulares 

 

Resolución 0002409 de 17 de julio de 2015/ Ministerio de Transporte. Mediante la misma se reglamenta el Documento Único 

de Transporte Turístico, el cual será otorgado por el Ministerio de Transporte, por el término de un (1) año sin ningún costo,  a 

las empresas habilitadas en la modalidad de transporte especial que estén interesadas en realizar transporte turístico entre 

la República de Colombia y  la Republica de Ecuador siempre y cuando acrediten previamente su habilitación para prestar 

el servicio de transporte terrestre especial a nivel nacional y la existencia de un Seguro Obligatorio de Transito, una póliza de 

seguro del vehículo que incluya  responsabilidad civil contractual y extracontractual por daños a los ocupantes y terceros 

en ambos países, el Registro de Turismo otorgado por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la tarjeta de operación 

vigente y licencia de transito de cada vehículo. Los vehículos que presenten el servicio de transporte terrestre turístico no 

podrán estar en el territorio ecuatoriano por más de treinta días consecutivos, exceptuando la existencia de una fuerza 

mayor o de un caso fortuito. 

 

Resolución 1918 de 23 de junio de 2015/ Ministerio de Transporte. Mediante la misma se establecen condiciones de doble casco 

para la matrícula y la renovación de la patente de navegaciones en embarcaciones fluviales tipo Bote tanque, 

embarcaciones autopropulsadas y artefactos Fluviales que transporten petroquímicos, asfaltos, hidrocarburos y sus 

derivados a granel, por las vías fluviales en todo el territorio nacional. Por otro lado define conceptos tales como: bote 

tanque, bote tanque con doble casco, artefacto fluvial y embarcación autopropulsada. 

 

Resolución 0001885 de 17 de junio de 2015/ Ministerio de Transporte. Mediante la misma se adopta el “Manual de 

señalización vial- Dispositivos uniformes para la regulación del tránsito en calles, carreteras y ciclorutas de Colombia”, que 

es aplicable en todo el territorio nacional. Esto, en virtud del Plan Nacional de Seguridad Vial 2011-2016 y teniendo en cuenta 

que el contenido de esta resolución fue socializado con representantes de las entidades participantes en su elaboración, la 

academia, consultores en señalización y seguridad vial, proveedores de materiales de señalización y otras partes 

interesadas. 

 

 

 

 

 

 
 

Circular 20154140244881 de 22 de julio de 2015/ Ministerio de Transporte. Mediante la misma se  prorroga, por dos (2) meses, 

la vigencia de las autorizaciones transitorias para el transporte internacional de carga y pasajeros por carretera a los 

transportistas internacionales, de la Republica de Colombia y Venezuela, que vencen el día 24 de julio de 2015, teniendo 

en cuenta que a la fecha no se ha culminado con el proceso de renovación de certificados de habilitación, de vehículos 

y unidades de carga y autorizaciones a empresas por parte de la Autoridades Nacionales Competentes de Transporte de 

ambos países 

 

Circular 20154000245641 de 22 de julio de 2015/ Ministerio de Transporte. A través de la misma se precisan los conceptos de 

caducidad y prescripción de las ordenes de comparendo de tránsito, siendo el primer concepto un fenómeno que ha sido 

definido como la extinción del derecho de la acción por el transcurso del tiempo, cuando la administración o no opera o 

lo hace por fuera de tiempo  y esta instituida para proteger el interés público y nunca salvaguardar  intereses particulares 

(…) por lo que de haberse dado los presupuestos establecido por la ley, la entidad deberá decretarla oficiosamente.   

 

De conformidad con el artículo 161 del Código Nacional de Tránsito Terrestre, los artículos 134, 136, 142 de la Ley 769 de 2002 

y el articulo 52 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo, si pasados 6 meses contados 

a partir de la ocurrencia de los hechos y no se ha adelantado el procedimiento para resolver si exonera o impone sanción, 

se entiende que caduca la facultad de las entidades, lo que implica que la caducidad puede ser declarada a petición de 

oficio o de parte.  
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JURISPRUDENCIA 

 

Una vez determinados los hechos este alto tribunal delimita el régimen de responsabilidad de cada uno de los demandados. 

En primer lugar indica que el régimen de responsabilidad atribuible al piloto de la aeronave es régimen de responsabilidad 

objetiva por el ejercicio de una actividad peligrosa, por lo que una vez demostrado que el daño antijurídico se produjo 

como consecuencia del ejercicio de dicha actividad, cuya guarda estaba en cabeza  del  piloto, explotador y propietario 

de la aeronave, es este sujeto quien debe responder por los perjuicios causados. Por otro lado, respecto de la 

responsabilidad de la Unidad Administrativa de la Aeronáutica Civil, determina que debe ser aplicado el régimen de falla 

probada en la prestación del servicio por su  función de vigilar la actividad aérea del país.  

 

Sentencia de 23 de julio de 2015/ Superintendencia de Industria y Comercio. En un centro comercial de la ciudad de Tunja 

a un consumidor le ofrecieron  acceder un servicio de descuentos turísticos y para convencerlos le plantearon la posibilidad 

de poder participar por un premio de un crucero, posteriormente lo citaron fuera de un centro comercial, donde  se suscribió 

un contrato de descuentos turísticos por un valor de CINCO MILLONES OCHOCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($5’850.000). 

Dentro de los 5 días siguientes el consumidor solicito a la empresa la devolución del dinero, ejerciendo de esta manera su 

derecho de retracto, no obstante nunca obtuvo respuesta a su petición por lo que decidió interponer demanda judicial.  

 

 

 

 

 

 

 
 

Respecto a la prescripción, señala la entidad, que es una institución jurídica de regulación legal, en virtud de la cual se 

adquieren o extinguen derechos, por haberse agotado el termino fijado por la ley,  lo cual lleva a considerar que la 

administración no ha realizado las actividades propias de su competencia, esto es adelantar un proceso, agotar las etapas 

del mismo y tomar una decisión de fondo, por lo que cesa su facultad sancionatoria.   

 

En materia de tránsito, la prescripción opera cuando los organismos de transito dejan vencer un plazo señalado por el 

legislador sin haber iniciado el proceso coactivo, el cual se entiende surtido cuando se dicta el mandamiento de pago de 

una resolución debidamente ejecutoriada, por tanto según el artículo 206 del decreto 019 de 2012 que modifica la ley 769 

de 2002,  la prescripción se presenta cuando la administración no inicia el proceso de jurisdicción coactiva dentro de los 

tres (3) años contados a partir de la ocurrencia del hecho, el cual se entiende interrumpida cuando se dicta el mandamiento 

de pago.  

 

 

 

 

 

 
 

Sentencia de 12 de agosto de 2014, M.P. Hernán Andrade Rincón (E). EXP. 76001-23-25-000-1996-00006 01(18153). Se exonera de 

responsabilidad a la Aeronáutica Civil por la muerte de pasajera en accidente aéreo y por el contrario se condena al piloto 

a pagar perjuicios morales y materiales por la ocurrencia de un accidente el 19 de julio de 1994,  cuyos hechos resume el alto 

tribula de la siguiente manera: “el día 19 de julio de 1994 partió una aeronave con rumbo Guapi, piloteada por su propietario 

la que despegó sin el equipamiento necesario, sin combustible necesario para la ruta que cubriría. Durante el vuelo que 

duró varios días se presentó emergencia por falta de gasolina y debió aterrizar en Cartago donde no existía este líquido, 

continuó la ruta pero debió acuatizar en la Boca del Río Juan de Micay, la aeronave no se incendió ni explotó pero empezó 

a hundirse y la pasajera que no sabía nadar fue arrastrada por la corriente debido a que el avión carecía de salvavidas, 

siendo encontrado su cuerpo tres días después”. 

 

 

 

 

 

 

 

 
 Es así como, se determina que si bien existió una omisión de la 

Unidad Especial de la Aeronáutica civil en la expedición de 

navegabilidad, también lo es que es el operador y propietario de la 

aeronave quien tiene la obligación de acatar las normas 

contempladas en la normatividad y los diferentes manuales, por lo 

cual la negligencia en la expedición del certificado de 

aeronavegabilidad, no es suficiente para atribuirle la 

responsabilidad por el accidente a la Unidad Especial de la 

Aeronáutica civil , ya que no se configura como la causa eficiente 

del daño y  no pasa de ser un reproche disciplinario para los 

funcionarios que actuaron en el trámite, siendo las causas del 

accidente: “las fallas en que incurrió el piloto en la toma de 

decisiones operacionales en la preparación y planeamiento del 

vuelo, el cálculo del combustible suficiente para cubrir la ruta 

Guapi- Cali, continuar el vuelo en condiciones meteorológicas 

adversas y no dotar el avión con los equipos de salvamento 

necesarios para volar en sitios selváticos y en presencia de ríos.” 
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Fotografía: foraviones.com 
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En el presente caso,  la Superintendencia de industria y comercio determina que esta forma de comercialización es 

conocida como un “método no tradicional” ya que se somete al consumidor a escenarios dispuestos especialmente para 

aminorar su capacidad de discernimiento y decisión. Por lo que,  según la Ley 1480 de 2011, el consumidor puede ejercer el 

derecho de retracto dentro de los 5 días siguientes a la celebración del contrato y de esta manera recuperar la totalidad 

de su dinero, solicitud que debe ser atendida por la empresa comercializadora. Teniendo en cuenta lo anterior la 

Superintendencia de Industria y Comercio, encuentra que existió un incumplimiento de las obligaciones de la empresa, 

además de una manifiesta negligencia al no  responder la reclamación elevada por el consumidor, por lo que mediante 

sentencia judicial  declaró la vulneración al derecho de retracto por parte de AMERICAN LATIN TRAVELS S.A.S., ordenó a 

esta reintegrar al consumidor el 100% del valor total pagado por el contrato suscrito  y le impuso una multa de SESENTA Y 

CUATRO MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL PESOS ($64’435.000) correspondientes a CIEN SALARIOS MÍNIMOS 

LEGALES MENSUALES VIGENTES (100 S.M.L.M.V). 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Auto de 27 de mayo de 2015, Referencia: t-4.520.563/ Corte Constitucional Mediante 

Auto de 27 de mayo de 2015, la Sala Séptima de Revisión de la Corte 

Constitucional, integrada por los Magistrados Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub, Alberto Rojas Ríos y Miriam Ávila Roldán (E), en ejercicio de sus 

competencias constitucionales y legales profirió auto en el que ordenó, 

a Ferrocarriles del Norte de Colombia S.A, como medidas 

provisionales: i. que en el término de cuarenta y ocho (48) horas 

contadas a partir de la notificación del mismo, suspendiera por el 

término de tres (3) meses cualquier obra dentro de las actividades de 

construcción de la segunda vía férrea en todas sus fases y en la 

totalidad de las zonas de influencia de la misma,  mientras la Sala 

Séptima de Revisión de la Corte Constitucional adopta una decisión de 

fondo. ii. que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a 

partir de la notificación del presente auto, suspenda por el término de 

tres (3) meses, todos los días entre las 10:30 pm y las 4:30 am, las 

actividades de transporte ferroviario de carbón en los lugares en donde 

se asientan las comunidades actoras, en los municipios de Algarrobo, 

Zona Bananera y Fundación. 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

La decisión de la Corte Constitucional se fundamenta en el material probatorio allegado al caso bajo examen, del que se 

concluye,  que se encuentran indicios de la existencia de comunidades afrodescendientes asentadas en las áreas de 

influencia de la construcción de la segunda línea férrea y de los lugares aledaños al transporte de carbón de la primera 

línea,  a quienes presuntamente no se les había realizado consulta previa sobre las obras y demás actividades. 

 

Por otro lado, la suspensión ordenada  por 3 meses de las actividades de transporte ferroviario de carbón en los lugares en 

donde se asientan las comunidades actoras, encuentra fundamento en la necesidad de  tomar medidas de prevención 

para evitar un perjuicio irremediable sobre las presuntas afectaciones al ambiente sano en el que se asientan las 

comunidades accionantes, considerando que,  los altos niveles de ruido, es uno de los efectos nocivos que podría causarse 

por el tránsito de trenes. 

 

 

 

 

Ley Nº 20831 de 2015/ Congreso Nacional de Chile. El 30 de mayo, entraron en vigor las modificaciones del Código 

Aeronáutico de Chile, aprobadas mediante la Ley No. 20.831 de 2015. Las mismas se refieren a los derechos de los pasajeros 

para los casos de negativa de embarque por exceso de reservas, retrasos o cancelaciones de vuelos. 

 

En su artículo 127 se consagra expresamente la obligación  que tiene el transportador de informar a cada pasajero los 

derechos que le asisten en los casos de cancelación, retraso del vuelo o denegación de embarque. Además de ello se 

modifica la reglamentación referente a las indicaciones y requisitos que debe contener el billete de pasaje, el 

procedimiento y las causales de la denegación de embarque y los derechos de los pasajeros en caso de retraso o 

cancelación de vuelo entre otras.  

 

Ciudad de México primera en reglamentar UBER en Latinoamérica. En Gaceta Oficial de 15 de Julio de 2015 del Distrito 

Federal de Ciudad de México, se publicaron los acuerdos a través de los cuales se crea el Registro de Personas Morales que 

Operen, Utilicen y/o Administren Aplicaciones para el Control, Programación y/o Geolocalización en Dispositivos Fijos o 

Móviles, a través de las cuales los Particulares pueden Contratar el Servicio Público de Taxi en el Distrito Federal y el Registro 

de Personas Morales que Operen y/o Administren Aplicaciones y Plataformas Informáticas para el Control, Programación 

y/o Geolocalización en Dispositivos Fijos o Móviles, a través de las cuales los Particulares pueden Contratar el Servicio Privado 

de Transporte con Chofer en el Distrito Federal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

NOTICIAS 

 

Fotografía: eltiempo.com 
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Mediante esta reglamentación se reguló lo referente al procedimiento y requisitos para 

el registro de las empresas administradoras de plataformas y aplicaciones informáticas 

para el control, programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles a través  

de las cuales los particulares pueden contratar el servicio privado de transporte con 

chofer, de los vehículos mediante los cuales se prestara tal servicio y las condiciones para 

la obtención del permiso de operación. Así mismo, se determinaron las características 

que deben tener los vehículos para poder prestar el servicio, entre otras, se 

establecieron: tener cuatro puertas; aire acondicionado; cinturones de seguridad 

funcionando para todos los pasajeros, bolsas de aire delanteras, radio, tener un precio 

de mercado de al menos $200,000.00 pesos mexicanos y portar identificación en el 

interior del vehículo que al efecto determine la Secretaría de Movilidad. 

 

 

 

 
 

 

 

 
 

 
Para más información los invitamos a 

visitar nuestro blog:   

http://dertransporte.uexternado.edu.co 
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Esta es la primera reglamentación del uso de aplicaciones móviles para la prestación del servicio privado con chofer, lo que 

se ha entendido como la autorización para la prestación del servicio de controversiales plataformas como UBER. 

 

La Secretaria de Movilidad de Ciudad de México, en sus consideraciones manifestó que las aplicaciones móviles son 

tecnologías sustentables y amigables con el medio ambiente, que incentivan la eficiencia en el uso de los recursos, por lo 

que su utilización no puede ser desconocida. Al contrario, consideró que la creación de un registro de información sobre las 

actividades de las personas prestadoras de este servicio de transporte terrestre privado, es necesaria para que la 

Administración Pública pueda ejercer sus funciones de control y vigilancia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

UBER, hacia una regulación en Colombia. 

 

El vicepresidente German Vargas Lleras, por orden presidencial, fue 

designado como el encargado de presentar una reglamentación que 

autorice o no el uso de este tipo de plataformas, dando fin a la 

controversia entre taxistas y UBER,   

 

Es así como junto a la ministra de Transporte, aseguró que ya se está 

trabajando en un proyecto de decreto con el que se dará una solución 

a la controversia, teniendo como norte la importancia de la prestación 

de un buen servicio, en palabras del alto funcionario: “no podemos 

retrasar y dilatar más la expedición de unas normas claras”   

 

Así mismo, el senador Jorge Enrique Robledo envió una carta al 

Gobierno Nacional en la cual sostiene que se deben proponer 

soluciones ajustadas a la ley, en las que se consideren las necesidades 

de los usuarios, conductores y los propietarios de los taxis, además de 

ello, señaló que UBER, encuentra ventajas  que están montadas sobre 

la promoción del viejo modelos de taxis piratas – ilegales, piratería que 

no desaparece porque se use internet, tarjetas de crédito y a una 

empresa extranjera. 
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